El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
SEGURIDAD SOCIAL / PENSIÓN DE INVALIDEZ / PROCEDENCIA EXCEPCIONAL DE LA TUTELA PARA RECONOCER PRESTACIONES DE  LA SEGURIDAD SOCIAL / FECHA DE ESTRUCTURACIÓN DE LA INVALIDEZ / REQUISITOS PARA VARIARLA EN CASOS DE ENFERMEDADES CONGÉNITAS, DEGENERATIVAS O CRÓNICAS.
La Corte Constitucional ha reiterado, teniendo presente la subsidiaridad que caracteriza la acción de tutela, que los conflictos jurídicos que surgen del reconocimiento de pensiones escapan a la competencia del juez constitucional, ya que implican verificación de los requisitos relativos a cada caso e interpretación normativa, por lo que corresponderá resolverlos a la jurisdicción laboral o contencioso administrativa.

No obstante, la misma Corporación ha otorgado el amparo para ordenar el reconocimiento de una pensión de invalidez cuando la negativa en concederla afecta derechos fundamentales como la vida, el mínimo vital y la dignidad humana. Así por ejemplo, ha dicho: (…)
“En el estado actual de la jurisprudencia de esta Corporación, se reconoce que el derecho a la seguridad social es fundamental, independiente y autónomo, susceptible de ser protegido por vía de amparo. De hecho, se ha determinado que tratándose de una pensión de invalidez, los mecanismos ordinarios carecen de idoneidad y eficacia y, en consecuencia, la tutela procede a pesar de existir otros medios ordinarios de defensa judicial…”. (…)
… la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha mantenido su criterio relativo a que la capacidad laboral residual que conserva una persona que sufre patologías congénitas, degenerativas o crónicas, luego de la fecha de estructuración, puede variar el hito temporal que se debe tomar en cuenta para contabilizar el periodo de cotización necesario para obtener la pensión de invalidez, ya que, a pesar de esas enfermedades, el afiliado puede continuar trabajando luego de aquella fecha y en este evento, para establecer la estructuración, se tendrá en cuenta el momento en que pierda definitivamente su fuerza laboral.

En el caso concreto no se está ante esa particular circunstancia, toda vez que el accionante dejó de cotizar el 31 de enero de 2015 y mediante dictamen del 24 de enero de 2018, se determinó que la fecha de estructuración corresponde al 24 de agosto de 2017. Es decir que no habría razón para aplicar aquel precedente jurisprudencial en su beneficio, pues aunque sus padecimientos son catalogados como progresivos, las reglas allí establecidas, como se vio, se contemplan para eventos en los cuales el afiliado continúo con sus aportes luego de la fecha de estructuración, situación que aquí no ocurre.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA No. 1 DE ASUNTOS PENALES PARA ADOLESCENTES


Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, abril veinticuatro (24) de dos mil diecinueve (2019)


Acta No. 161 del 24 de abril de 2019

Expediente No. 66001-31-18-002-2019-00039-01
Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por el accionante frente a la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de Pereira, el 7 de marzo último, en la acción de tutela que promovió el señor Luis Gildardo Gómez Giraldo contra Colpensiones, a la que se ordenó vincular al representante legal, al Vicepresidente de Operación del Régimen de Prima Media, a los Gerentes de Determinación de Derechos y de Defensa Judicial, a los Directores de Prestaciones Económicas y de Acciones Constitucionales y a la Subdirectora de Determinación IX de esa entidad.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató la apoderada del accionante los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 El actor padece desde algún tiempo cardiopatía isquémica, gastritis, hipertensión esencial, hipoacusia neurosensorial bilateral y tumor maligno de estómago. 
1.2 Por lo anterior, inició el trámite de calificación de pérdida de su capacidad laboral ante Colpensiones, entidad a la que cotizó los aportes requeridos para cubrir las contingencias de vejez, invalidez y muerte.
1.3 El 24 de enero de 2018, la Junta de Calificación de Invalidez Regional profirió dictamen en que determinó que la pérdida de la capacidad laboral del citado señor en 57,17%, de origen común y con fecha de estructuración del 24 de agosto de 2017.
1.4 Con sustento en esa calificación, solicitó a la demandada reconocer su pensión de invalidez. Esa entidad, mediante Resolución SUB 322596 del 12 de diciembre de 2018, negó la prestación al considerar que en este caso no se reúnen los requisitos establecidos en la Ley 860 de 2003, norma vigente para el momento de la estructuración.
1.5 Contra esa decisión el actor interpuso recurso de apelación y solicitó se tuviera como fecha de estructuración el último día de cotización, esto es el 31 de enero de 2015.

1.6 Por Resolución DIR 1045 del 28 de enero de 2019 se confirmó aquel acto administrativo.

1.7 En este caso existe un perjuicio irremediable ya que el citado señor, además de su estado de invalidez, carece de ingresos para satisfacer sus necesidades básicas, como quiera que no cuenta con salario ni bienes que le generen ganancias económicas, razón por la cual ha tenido que acudir a la caridad de familiares y amigos para subsistir.

1.8 Citó jurisprudencia en la que se establece la posibilidad de tener en cuenta la fecha de la última cotización al sistema para efectos de determinar el momento de la estructuración, concretamente para los casos en los cuales el afiliado sufre de enfermedades crónicas, congénitas y degenerativas.   
2. Considera lesionados los derechos al mínimo vital, a la vida digna, a la igualdad y a la seguridad social. Para su protección, solicita se ordene a la entidad accionada reconocer al demandante su pensión de invalidez, tomando como fecha de estructuración el 31 de enero de 2015, fecha en que realizó su última cotización.  
A C T U A C I Ó N      P R O C E S A L

1. Por auto del pasado 22 de febrero se admitió la demanda y se ordenó correr traslado al representante legal, al Vicepresidente de Operación del Régimen de Prima Media, a los Gerentes de Determinación de Derechos y de Defensa Judicial y a los Directores de Prestaciones Económicas y de Acciones Constitucionales de Colpensiones.

2. La Directora de Acciones Constitucionales de Colpensiones informó que la solicitud elevada por el actor para obtener el reconocimiento de la pensión de invalidez, fue resuelta de fondo por esa entidad mediante acto administrativo en el que se le indicó que no era procedente su petición “como quiera que el peticionario no cumple con los requisitos en ninguno de los casos determinados por la legislación para otorgar prestación de pensión de invalidez”. Además, si el demandante se encuentra inconforme con esa decisión, debe acudir a la vía ordinaria y no formular la acción de tutela ya que esta se caracteriza por ser un mecanismo excepcional y subsidiario, máxime que la pretensión del actor es de naturaleza económica. 
3. Se definió la primera instancia mediante fallo del 7 de marzo pasado en la que se decidió declarar improcedente el amparo.
Para decidir así, luego de citar jurisprudencia que consideró aplicable al caso, estimó el funcionario de primera sede que la acción de tutela no es el medio para solicitar el reconocimiento de la pensión de invalidez ya que para ese efecto el actor cuenta con el proceso ordinario laboral, en el que se deben dirimir las controversias que surgen entre el fondo de pensiones y el afiliado. Este último medio de defensa judicial es idóneo pues aunque el demandante probó que se encuentra en precarias condiciones, que cuenta con 69 años y que es un sujeto de especial protección debido a su estado de invalidez, se dejó de acreditar la ocurrencia de un perjuicio irremediable; por el contrario, para el 24 de agosto de 2017, fecha en que sufrió el infarto, ya había superado los 65 años, edad de retiro forzoso, a los cuales arribó en el año 2015, por tanto se concluye que desde ese momento no labora “y no puede ser ello entonces tenido en cuenta en este momento para declarar la procedencia de la presente acción de tutela pues… el evento que le permitió alcanzar el porcentaje para ser tenido como inválido ocurrió en agosto de 2017, así que se estima que si bien es una persona inválida ello no conduce a concluir que la negativa actual de Colpensiones a reconocer la pensión de invalidez, sea violatoria de sus derechos, máxime cuando se le dio la oportunidad de presentar recursos y que por la ello (sic) la entidad tuvo la obligación de volver a revisar el expediente y el pedido del actor analizando lo relacionado con el cumplimiento de requisitos mínimos para acceder a la pensión”. Así mismo no se probó que sus patologías “son tan degenerativas que no le permitan acudir a la jurisdicción ordinaria laboral”, tampoco que la falta de ingresos y la suspensión del pago de cotizaciones “partió de sus patologías”. 
4. Inconforme con el fallo la apoderada del accionante lo impugnó. Alegó que aunque existen otros medios de defensa judicial, la tutela procede de forma definitiva ya que el demandante es una persona de especial protección pues es discapacitado, se encuentra en la tercera edad y carece de recursos económicos para garantizar sus necesidades básicas, razón por la cual requiere del pago de su mesada pensional para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable. Reiteró que de conformidad con la jurisprudencia constitucional, para los casos en que se presenten enfermedades catastróficas, crónicas o degenerativas, se puede obviar la fecha de estructuración determinada en el dictamen médico laboral, para aplicar la de la última cotización realizada al sistema, momento en el cual se demuestra la pérdida de la capacidad física del afiliado.  
Solicita se revoque el fallo de primera instancia y se acceda a las pretensiones de la demanda.

5. En esta sede, mediante auto del 19 de diciembre último, se puso en conocimiento de la Subdirectora de Determinación IX de Colpensiones la nulidad configurada por haberse omitido su vinculación al trámite, con la advertencia de que si no la alegaba dentro del término de los tres días, quedaría saneada de conformidad con los artículos 136 y 137 del Código General del Proceso. Ante su silencio, se produjo la consecuencia señalada.
C O N S I D E R A C I O N E S

1. El objeto de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Nacional, cuando quiera que tales derechos sean amenazados o vulnerados por cualquier autoridad pública y aún por los particulares en los casos que reglamenta el artículo 42 del decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a esta Sala determinar, en primer lugar, si en este caso procede la tutela para ordenar el reconocimiento de prestaciones pensionales. Solo de serlo, se establecerá si Colpensiones incurrió en lesión de derechos fundamentales al negar la pensión de invalidez que reclama el demandante. 

3. La Corte Constitucional ha reiterado, teniendo presente la subsidiaridad que caracteriza la acción de tutela, que los conflictos jurídicos que surgen del reconocimiento de pensiones escapan a la competencia del juez constitucional, ya que implican verificación de los requisitos relativos a cada caso e interpretación normativa, por lo que corresponderá resolverlos a la jurisdicción laboral o contencioso administrativa.

No obstante, la misma Corporación ha otorgado el amparo para ordenar el reconocimiento de una pensión de invalidez cuando la negativa en concederla afecta derechos fundamentales como la vida, el mínimo vital y la dignidad humana. Así por ejemplo, ha dicho: 


“Teniendo en cuenta que para reclamar el derecho a la seguridad social y, más específicamente, derechos de carácter prestacional, existen diferentes mecanismos de defensa judicial, la Corte Constitucional determinó, en principio, la improcedencia de la acción de tutela. No obstante, esta postura ha variado por considerarse que el desconocimiento de estos derechos podría significar la vulneración de los derechos fundamentales a la vida, el mínimo vital y la dignidad humana
.


En el estado actual de la jurisprudencia de esta Corporación, se reconoce que el derecho a la seguridad social es fundamental, independiente y autónomo, susceptible de ser protegido por vía de amparo. De hecho, se ha determinado que tratándose de una pensión de invalidez, los mecanismos ordinarios carecen de idoneidad y eficacia y, en consecuencia, la tutela procede a pesar de existir otros medios ordinarios de defensa judicial, ejemplo de ello, es la Sentencia T-376 de 2011, reiterada en la Sentencia T-716 de 2015, en la cual se precisó que:

“[L]a jurisprudencia constitucional ha manifestado que el proceso ordinario laboral, debido a su duración y a los costos económicos que implica, no resulta idóneo y eficaz para salvaguardar los derechos fundamentales de las personas que, como el actor, han sido calificadas como inválidas y a quienes les ha sido negada su pensión de invalidez, ya que sus condiciones y la ausencia de la prestación referida implican, de entrada, una afectación a la salud y al mínimo vital del peticionario”. 

En efecto, un proceso ordinario supone una carga, en costos y en tiempo, adicional a los padecimientos que de por sí suponen las graves condiciones socioeconómicas de una persona en estado de discapacidad, por ende, declarar improcedente una tutela por la existencia de otros mecanismos judiciales, en estos casos, resulta ser desproporcionado, situación que cobra mayor relevancia tratándose de quienes padezcan enfermedades crónicas, degenerativas o congénitas, para las cuales el paso del tiempo y las alteraciones en sus condiciones de vida impacta de manera inminente sobre si vida…” 

En el caso bajo estudio, el demandante fue calificado con una pérdida de capacidad laboral del 57,17% debido a los diagnósticos de cardiopatía isquémica, gastritis, hipertensión esencial, hipoacusia neurosensorial bilateral y tumor maligno de estómago
; además, carece el citado señor de recursos económicos para solventarse, hecho que se expuso en  la demanda y del que dieron cuenta los señores César Augusto Gómez Giraldo y Sandra Yanet Velásquez Marín en declaración extrajuicio que se incorporó a solicitud de amparo
, sin que esa especial situación fuera controvertida por la parte demandada.

De esa manera las cosas, puede decirse que en este caso concreto los mecanismos ordinarios de defensa judicial no resultan idóneos para que el actor obtenga un pronunciamiento judicial sobre el reconocimiento de la prestación que reclama, pues la duración del respectivo proceso y la ausencia de recursos económicos para atender sus necesidades, se convierte en una carga desproporcionada para quien ha perdido su capacidad de trabajar. En consecuencia, la tutela resulta procedente para definir la cuestión. 

4. Es del caso analizar entonces si la entidad demandada desconoció derechos de que sea titular el demandante, al negarle el reconocimiento de la pensión de invalidez que solicitó.

5. Las pruebas incorporadas al proceso, que obran en el cuaderno No. 1, acreditan los siguientes hechos:

5.1 La Junta Regional de Calificación de Invalidez, el 24 de enero de 2018, determinó en el 57,17 el porcentaje de pérdida de la capacidad laboral del señor Luis Gildardo Gómez Giraldo, con fecha de estructuración el 24 de agosto de 2017
. 

5.2 Por resolución SUB 322596 del 12 de diciembre de 2018 la Subdirectora de Determinación IX de Colpensiones negó la pensión de invalidez que solicitó el actor, porque incumple el requisito de las cincuenta semanas cotizadas dentro de los tres años anteriores a la fecha de estructuración, exigido en el artículo 1º de la Ley 860 de 2003
.

5.3 Impugnada esa decisión, fue confirmada por la Directora de Prestaciones Económicas de Colpensiones, con sustento en similares argumentos a los empleados por aquella funcionaria, a los que agregó que de conformidad con el concepto BZ_2014_10721634 del 26 de diciembre de 2014, las personas que padecen enfermedades progresivas, degenerativas o congénitas, la fecha de la estructuración no será aquella que se determine en el dictamen de pérdida de la capacidad laboral, sino la fecha en que se profiera esa calificación, circunstancia que tampoco hace viable el reconocimiento pensional en este caso, pues en el periodo de los tres años anteriores al 24 de enero de 2018, el demandante solo acredita una semana de cotización
.

5.4 Según el resumen de semanas cotizadas, el accionante aportó entre el 1º de noviembre de 2002 y el 31 de enero de 2015, un total de 568,43 semanas, 141,43 de las cuales lo fueron desde el 31 de enero de 2012 hasta el 31 de enero de 2015
.
6. De conformidad los artículos 38 y 39 de la Ley 100 de 1993, el último de ellos modificado por el 1º de la Ley 860 de 2003, tendrá derecho a la pensión de invalidez por enfermedad de origen común, el afiliado al sistema que hubiere perdido el 50% o más de su capacidad laboral y que “haya cotizado cincuenta (50) semanas dentro de los últimos tres (3) años inmediatamente anteriores a la fecha de estructuración”.

No cabe duda que el primero de aquellos requisitos lo cumple el accionante, pues se encuentra demostrado que fue calificado con 57,17 % de pérdida de la capacidad laboral. 

El debate gira en torno al segundo. En efecto, la entidad demandada negó la prestación porque no se satisface el presupuesto relacionado con el número de semanas exigidas en la Ley 860 de 2003, en los últimos tres años anteriores a la estructuración, siendo la determinación de esa fecha en que se plantea el debate.

Para empezar a definir la cuestión es preciso hacer referencia al precedente jurisprudencial que sobre esa materia se ha sentado. En  sentencia T-350 de 2018 la Corte Constitucional expresó:  

“32. Conforme a lo expuesto, para la Corte la invalidez que se agrava progresiva y paulatinamente en el tiempo merece un tratamiento jurídico especial y diferente al que se aplica a los casos ordinarios, que se concreta en la obligación de reconocer la pensión de invalidez con fundamento en todas las semanas cotizadas por el usuario hasta el momento en que presente su solicitud de reconocimiento pensional.
 
En particular, en la sentencia T-710 de 2009, este Tribunal estableció que existen casos en los que, a pesar del carácter progresivo y degenerativo de la enfermedad, la persona conserva sus capacidades funcionales, continúa con su trabajo y realiza aportes al sistema de seguridad social por un periodo de tiempo posterior a la fecha señalada como de estructuración de invalidez. En aquella oportunidad la Corte constató que el accionante se mantuvo activo en el mercado laboral, realizó las cotizaciones a seguridad social y sólo ante el progreso de la enfermedad, tuvo la necesidad de solicitar la pensión de invalidez y realizar la correspondiente calificación de pérdida de capacidad laboral. Bajo ese entendido, se estableció que la negativa de la administradora de pensiones a reconocer los aportes realizados con posterioridad a la determinación de la invalidez genera, de una parte, la falta de reconocimiento de su derecho pensional y, de otra, un beneficio injustificado de los aportes realizados por el usuario.

Posteriormente, en la sentencia T-163 de 2011, esta Corporación señaló que cuando una entidad estudia la solicitud de reconocimiento de pensión de invalidez de una persona que padece una enfermedad crónica, degenerativa o congénita, a la que se le ha determinado una fecha de estructuración de forma retroactiva, se deben tener en cuenta los aportes realizados al Sistema durante el periodo comprendido entre dicha fecha y el momento en que el usuario pierde su capacidad para trabajar de forma permanente y definitiva.

…

De igual manera, en la sentencia T-158 de 2014, la Corte estableció que en el trámite de reconocimiento de pensión de invalidez de una persona que padece una enfermedad crónica, degenerativa o congénita, se debe tener como fecha real y efectiva el momento en que le fue imposible continuar activo en el mercado laboral, producto de la progresión de sus padecimientos. Por ende, es ese el momento en que perdió de forma definitiva y permanente su capacidad laboral y a partir del cual se debe verificar el cumplimiento de los requisitos establecidos por la normativa aplicable en el caso concreto.

En la sentencia T-486 de 2015, esta Corporación indicó que la negativa de las entidades que administran los fondos de pensiones a reconocer estos derechos prestacionales en las especiales circunstancias descritas, genera la desprotección constitucional de los ciudadanos que persiguen el reconocimiento de su pensión. Por consiguiente, la Corte ha establecido como regla jurisprudencial especial que la verdadera fecha de estructuración de la invalidez es el día en que la persona pierde de forma definitiva y permanente su capacidad laboral, es decir, cuando presenta la reclamación de su pensión de invalidez, lo que implica que las instituciones encargadas del reconocimiento pensional deben tener en cuenta los aportes a pensiones realizados con posterioridad a la fecha de estructuración determinada por la Junta de Calificación de Invalidez. Además, esta fecha determina el régimen jurídico aplicable, pues la invalidez plena y real es un hecho objetivamente verificable y se produce en vigencia de una determinada norma jurídica que regula el acceso a la pensión de invalidez, sin perjuicio de la aplicación del principio de la condición más beneficiosa.

Posteriormente, la sentencia T-111 de 2016, reiteró la jurisprudencia antes citada y fijó unos presupuestos para aplicar esta regla especial de contabilización de semanas cotizadas. Específicamente, es necesario que se cumplan los siguientes requisitos: (i) que el trabajador tenga una pérdida de capacidad laboral mayor al 50% como consecuencia de una enfermedad degenerativa, congénita o crónica; (ii) que luego de la fecha de estructuración, el afiliado haya conservado una capacidad laboral residual que le haya permitido seguir cotizando y completar las 50 semanas exigidas por la normatividad pertinente; y (iii) que no se evidencie el ánimo de defraudar al Sistema General de Seguridad Social.

 
33.  En conclusión, las administradoras de pensiones no pueden desconocer la capacidad laboral residual que conservó una persona afectada por una enfermedad congénita, degenerativa o crónica, durante el tiempo posterior a la fecha de estructuración, por virtud de la cual continuó laborando y realizó las cotizaciones al sistema hasta el momento en el que de forma definitiva le fue imposible continuar trabajando. Por consiguiente, las semanas cotizadas con posterioridad a la fecha de estructuración deben ser tenidas en cuenta para verificar si se cumplen los requisitos exigidos para el reconocimiento de la pensión de invalidez.”

 
De lo anterior se infiere que la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha mantenido su criterio relativo a que la capacidad laboral residual que conserva una persona que sufre patologías congénitas, degenerativas o crónicas, luego de la fecha de estructuración, puede variar el hito temporal que se debe tomar en cuenta para contabilizar el periodo de cotización necesario para obtener la pensión de invalidez, ya que, a pesar de esas enfermedades, el afiliado puede continuar trabajando luego de aquella fecha y en este evento, para establecer la estructuración, se tendrá en cuenta el momento en que pierda definitivamente su fuerza laboral.
En el caso concreto no se está ante esa particular circunstancia, toda vez que el accionante dejó de cotizar el 31 de enero de 2015 y mediante dictamen del 24 de enero de 2018, se determinó que la fecha de estructuración corresponde al 24 de agosto de 2017. Es decir que no habría razón para aplicar aquel precedente jurisprudencial en su beneficio, pues aunque sus padecimientos son catalogados como progresivos, las reglas allí establecidas, como se vio, se contemplan para eventos en los cuales el afiliado continúo con sus aportes luego de la fecha de estructuración, situación que aquí no ocurre.
Así mismo, si en gracia de discusión se aceptara una interpretación extensiva de la jurisprudencia, para favorecer al accionante solamente con la regla según la cual la fecha de estructuración es equiparable al momento en que su cuadro clínico le impidió seguir trabajando, de todas maneras sus pretensiones deberían ser despachadas de manera desfavorable, toda vez que de conformidad con el dictamen de pérdida de la capacidad laboral los padecimientos que aquejaron al actor hasta el 9 de febrero de 2015, fecha que se aproxima al momento en que dejó de cotizar, “no permiten alcanzar un estado de invalidez” y que “presenta infarto agudo al miocardio el día 24 de agosto de 2017… Esta última patología es la que sumada a las previas mencionadas le permiten alcanzar el estado de invalidez por lo que la fecha de estructuración corresponde al día en que se realiza el procedimiento que corresponde al 24 de agosto de 2017”
. Es decir que, tal como lo dedujo el juez de primera instancia, la fecha de estructuración así como su estado actual de invalidez, solo se vino a concretar con el infarto al miocardio que sufrió, razón por la cual es este hecho el único referente que se debe tomar en cuenta para determinar el momento en que el actor perdió definitivamente su fuerza laboral, sin que la cesación del pago de la cotización al sistema desvirtúe esa afirmación, máxime cuando no se demostraron los motivos por los cuales el accionante procedió a ello y que, no en todos los casos, se pueda asociar a una imposibilidad de mantenerse en el mercado laboral.
7. Con este recuento queda en evidencia que la nutrida jurisprudencia no viene aplicable al caso del accionante, pues resulta indiscutible que la fecha de estructuración que tomó como referencia la entidad accionada para negar la prestación del actor se estableció teniendo en cuenta la  ocurrencia del padecimiento que contribuyó definitivamente a poner en estado de invalidez al actor. Además, porque lo que pretende el citado señor no es hacer uso del beneficio que le permite tener en cuenta las cotizaciones realizadas con posterioridad a la estructuración, punto esencial del precedente judicial, sino que se tenga en cuenta la época en que dejó de cotizar para efecto de contabilizar la densidad de semanas necesarias, hecho que, como se dijo, no marca el momento en que perdió su fuerza laboral. 

8. Se confirmará entonces la sentencia que se revisa, aunque se modificará en el sentido de que el amparo solicitado debe ser negado, pues, contrario a lo señalado en primera instancia, se cumplieron los presupuestos de procedencia y por tanto era válido analizar el fondo del asunto.

Por lo expuesto, la Sala No. 1 de Asuntos Penales Para Adolescentes del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
R E S U E L V E

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de Pereira, el 7 de marzo último, dentro de la acción de tutela que promovió el señor Luis Gildardo Gómez Giraldo contra Colpensiones, a la que se ordenó vincular al representante legal, al Vicepresidente de Operación del Régimen de Prima Media, a los Gerentes de Determinación de Derechos y de Defensa Judicial, a los Directores de Prestaciones Económicas y de Acciones Constitucionales y a la Subdirectora de Determinación IX de esa entidad, MODIFICÁNDOLA para negar el amparo reclamado.
SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
TERCERO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y cúmplase,

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE




DUBERNEY GRISALES HERRERA

� T-619 de 1995, reiterada en la Sentencia T-194 de 2016


� Sentencia T-579 de 2016, MP. Dr. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo


� Folios 22 y 23 cuaderno No. 1


� Folio 50 cuaderno No. 1


� Folios 22 y 23


� Folios 60 y 61


� Folios 62 y 63


� Folio 43


� Folios 22 y 23 cuaderno No. 1
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